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de beneficencia, a una red de centros de protección de menores más articulada, más homogénea y 
regida por contratos de gestión de servicio público en aras de la necesaria transparencia y la calidad del 
servicio, figura ésta -la contractual- que es exigida en numerosos informes del Gabinete Jurídico de la Junta 
de Andalucía, ya que la protección de menores es una competencia propia de la Administración, por lo 
que no puede financiarse mediante la figura jurídica de la subvención, que tiene claramente otra finalidad.

También asume la Dirección General que cuantitativamente existen ahora menos plazas de acogimiento 
residencial que hace diez años, y no solo por la mencionada reordenación del Sistema, sino porque ya desde 
la entrada en vigor de la Ley 1/1998, de 20 de abril, de derechos y atención al menor, debía tenderse a que 
los menores no tuviesen una medida de acogimiento residencial, sino de acogimiento familiar, lo que, con la 
modificación del Sistema de Protección de Menores operada por la Ley 26/2015, de 28 de julio, ya no se trata 
de un criterio de actuación prioritario, sino de una exigencia legal para los menores de 0 a 3 años (prohibición 
de ingresos en centros de protección) y una estricta recomendación para los menores de 4 a 6 años, lo que 
conlleva, lógicamente, la reducción de plazas de acogimiento residencial en aras de la potenciación del 
acogimiento familiar. Por otro lado, el trabajo realizado a través de los Equipos de Tratamiento Familiar con 
aquellas familias en situaciones de riesgo tendente a prevenir la aparición de situaciones de desprotección ha 
favorecido que en muchos casos no sea necesaria la separación de los menores de su medio, disminuyendo 
el número de ingresos en recursos residenciales en unos casos, y en otros ha posibilitado, tras el trabajo 
realizado con las familias, el retorno después de la institucionalización de los niños 

En cuanto a la queja de una reducción del 20 por 100 de la asignación económica y supresión de las 
ayudas para gastos extraordinarios de los menores, lo que en realidad ha acontecido es que se ha pasado 
de un sistema de financiación mediante subvenciones a través de convenios de colaboración, en los que 
se abonaban a un precio las plazas ocupadas y a otro muchos menor las plazas disponibles (cubriéndose 
aparte esos gastos extraordinarios), a un sistema de contratos de gestión de servicio público, en los que 
el precio fluctúa en función de las plazas concertadas, estén o no ocupadas en cada momento, puesto 
que el servicio a prestar por las entidades consiste en la guarda de los menores acogidos, con todas las 
obligaciones que ello conlleva. Por ello, en este sistema de contratación se fijan las tarifas en función 
del programa concreto que desarrolle cada centro (queja 15/5902 y queja 15/5908). 

1.9.2.4.2 Acogimiento familiar
Un grupo destacado de reclamaciones ponen su foco de atención en la medida de acogimiento familiar 
propuesta por la Entidad Pública para el menor. En estos casos nuestra intervención va dirigida a comprobar 
que la actuación de la Administración sea congruente con el interés superior del menor en el sentido de 
que su vida transcurra en el seno de una familia y no interno en un centro, y que a su vez dicho acogimiento 
familiar sea estable, evitando incertidumbre por su futuro y permitiendo que la relación con esa familia les 
permita fraguar unos lazos afectivos beneficiosos y duraderos.

En congruencia con el mandato legal de primar el acogimiento familiar sobre el residencial se aborda 
el programa de acogimientos familiares de urgencia en el cual colaboran familias, especialmente 
comprometidas, que cuidan a los menores que les son confiados como una persona más que integra su 
familia, siendo conscientes de que en un horizonte temporal muy cercano el menor retornará con sus 
familiares o bien quedará bajo el cuidado de otra familia con visos de mayor permanencia. 

Los problemas que suscita la gestión de este programa social son múltiples y algunos nos fueron expuestos 
por una familia acogedora de urgencia que discrepaba del protocolo que se sigue para la entrega del menor 
acogido a la familia seleccionada para una convivencia de mayor estabilidad.

La Dirección General de Infancia y Familias coincide en la necesidad de una incorporación progresiva del 
menor a su nueva familia. Para facilitar la adaptación se pasa por una fase previa denominada acoplamiento 
en la que durante un periodo de tiempo menor y familia acogedora seleccionada se conocen y aceptan 
mutuamente.

La duración de esta fase de acoplamiento varía en función de la edad del niño o la niña y de cómo se 
produzca esta adaptación y se plantea con los objetivos de evitar la inseguridad y temor asociados a los 
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cambios que se producen en la vida del menor, permitir el establecimiento progresivo de lazos afectivos 
entre la familia y el menor, adaptar la vida cotidiana de la familia para la incorporación de un nuevo menor, 
y adecuar las expectativas de la familia a las características y necesidades del menor o la menor que van 
a acoger.

Para que el acogimiento familiar, la reintegración familiar o la medida más estable que se vaya a adoptar 
con el menor, se realice con las mayores garantías de éxito, una vez que la familia ha sido seleccionada, la 
Institución Colaboradora de Integración Familiar (en adelante ICIF), interviene en la preparación del menor 
para dicha medida, junto con la Delegación Territorial, el centro en el que resida o la familia acogedora, 
en su caso.

Asimismo, la ICIF elabora una propuesta de acoplamiento, junto con el centro o la familia acogedora, si es 
el caso, que estará en relación con la preparación del menor y en la que se recogerán los aspectos más 
relevantes del acoplamiento: objetivos, duración inicial, descripción del proceso, contactos con la familia 
biológica, etc. Esta propuesta es supervisada y aprobada por la Delegación Territorial y puede ser objeto 
de modificación.

Una vez se inicia el acople, la ICIF se encarga de realizar el seguimiento del mismo y de proporcionar al menor 
y a la familia acogedora el acompañamiento y apoyo que precise, coordinándose de manera permanente 
con el equipo de menores de la Delegación Territorial, con el centro y, en su caso, con la familia acogedora 
que inicialmente estaba con el menor. Asimismo, se encarga de comunicar a la Delegación Territorial las 
incidencias que se produzcan y que puedan influir en el éxito del mismo.

Al finalizar el acoplamiento, la ICIF emite un informe de evaluación del acoplamiento en el que se analizan 
los factores de éxito y riesgo y que determinará la formalización del acogimiento por parte de la Delegación 
Territorial.

En el Protocolo del Programa de Acogimiento Familiar que elaboró la Dirección General en el año 2008 
y que fue remitido a todos los Servicios de Protección de Menores, se le dedica un apartado a la fase 
de acoplamiento donde se contemplan todos estos aspectos. También en el anteproyecto de cláusulas 
administrativas del contrato de gestión de servicio público para el desarrollo de los programas de acogimiento 
familiar, que se suscribe con las Instituciones Colaboradoras de Integración Familiar, se contempla un 
apartado con las directrices a seguir por la entidad adjudicataria en la fase de acoplamiento (queja 15/5505).

Cuestión muy similar nos fue planteada por una familia del programa de familias acogedoras de urgencia 
la cual, a pesar del carácter temporal y urgente de su intervención, había tenido acogido a un menor por 
un período superior a los dos años y medio, siendo así que ante la decisión del Ente Público de confiar 
su acogimiento permanente a familia extensa, la separación del menor se habría producido de un modo 
muy brusco, sin programar una transición no traumática con su nueva familia, pasando por alto los vínculos 
de afectos que de forma inevitable han fraguado con el menor.

La Delegación Territorial describió todos los condicionantes que había tenido el expediente de protección 
del menor, y como tales incidencias habían dificultado que las medidas de protección se pudieran haber 
adoptado con antelación. A pesar de tales dificultades se acordó la medida de protección más conveniente 
para el menor y se programó un acoplamiento progresivo con su nueva familia de acogida (queja 16/0150). 

Debemos destacar que en el acogimiento familiar de menores, sin expectativa de adopción, la cuestión 
de los vínculos que se fraguan con el menor tiene necesariamente incidencia en las decisiones que en su 
beneficio ha de adoptar la Administración, con las que no siempre se muestra conforme la familia acogedora, 
tal como acontece en la queja 16/1783 en la que los interesados habían tenido acogido a un niño durante 
2 años, a pesar de que dicho acogimiento estaba previsto que durase como máximo 9 meses, pero se 
prolongó todo ese tiempo ante los problemas de salud que presentaba el menor, que había precisado 
de sucesivas intervenciones quirúrgicas para dotarle de un ano artificial. El menor requerirá en adelante 
de constantes y especializados cuidados de salud, siendo preferible que su estado emocional no se viese 
alterado y que llevase una vida lo más ordenada y regular posible. Por dicho motivo, la familia solicitaba 
que se tuviese en cuenta el ofrecimiento que habían realizado para que el menor pudiera seguir con 
ellos de forma permanente mediante la fórmula jurídica que se considere apropiada, evitando romper 
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la vinculación afectiva que les unía y beneficiándose el menor de la experiencia que habían acumulado en 
el tratamiento de su dolencia.

El trabajo, esfuerzo y dedicación de esta familia, así como su compromiso social y actitud altruista fue puesto 
de relieve por la Delegación Territorial. No obstante, valoradas las circunstancias del caso, y atendiendo 
prioritariamente al interés superior del menor, se consideró más beneficioso para él su adopción por una 
familia capacitada para afrontar sus necesidades. Para llegar a dicha decisión se tuvo en cuenta que la situación 
sanitaria del niño, si bien no resuelta totalmente, ya que precisará de años de evolución, se encuentra en 
una fase que permitiría su adaptación a su familia definitiva. También se valoró que el establecimiento de 
vínculos de apego seguro con la familia de acogida, lejos de ser un problema es, como recoge la mayoría 
de la literatura científica al respecto, una garantía de buena integración en su nueva familia adoptiva, con 
la que el niño podrá vincularse gracias al tipo de apego seguro que ha podido construir en el tiempo que 
estuvo con su familia de acogida. 

Otro problema que se suscita en relación con el acogimiento familiar de menores es aquella situación que 
se da, de hecho, sin que se hubiese formalizado mediante el trámite legal correspondiente.

Citamos como ejemplo la queja 15/4152 formulada por un chico, de 17 años de edad, relatando la disputa 
que mantiene con su familia biológica y que convive desde hace tiempo con otra familia, ajena a la 
biológica, cuyo acogimiento pretende que sea regularizado.

Tras exponer su situación al Ente Público de Protección de Menores recibimos un informe señalando que 
la Delegación Territorial de Igualdad, Salud y Políticas Sociales de Cádiz recibió un oficio de la Fiscalía de 
Menores de Cádiz, junto con un informe de los Servicios Sociales de su localidad de residencia, en el que 
daban cuenta de su situación. Tras analizar los pormenores del caso concluyeron que no existían indicadores 
de maltrato o negligencia por parte de su familia biológica. Únicamente se señalaba la existencia de un 
conflicto de relación entre los padres e hijo.

Es por ello que el Servicio de Protección de Menores de la Delegación valoró que no existían suficientes 
elementos para iniciar un procedimiento de desamparo y asunción de su tutela. Razonaba en su informe 
dicho Servicio que la mera existencia de una situación de guarda de hecho no conlleva necesariamente la 
declaración del desamparo, como así reconoce la Fiscalía General del Estado en la Circular 8/2011 (apartado 
IV Guardas de Hecho). Así mismo, la actual redacción del artículo 303 del Código Civil, en la misma línea del 
pronunciamiento de la sentencia del Tribunal Supremo de 17 de octubre de 2014, recoge de forma expresa 
que ante situaciones de guarda de hecho procederá la declaración del desamparo sólo cuando se den los 
presupuestos objetivos de falta de asistencia contemplados en los artículos 172 y 239 bis del Código Civil.

Así pues, respondimos al menor que no advertíamos irregularidades en la respuesta que le había facilitado 
la Administración. A lo que añadimos que una vez alcanzada la mayoría de edad (conforme al artículo 12 de 
la Constitución las personas alcanzan la mayoría de edad a los 18 años) desde ese momento, de acuerdo 
con lo establecido en el artículo 322 del Código Civil, dispondrá de plena capacidad jurídica y de obrar para 
todos los actos de su vida civil. En tal sentido, al estar muy cercana esa fecha le corresponderá decidir la 
opción de demandar a sus progenitores las obligaciones establecidas en el artículo 148 del Código Civil, 
donde se regula la figura jurídica conocida en la doctrina como «deuda alimentaria», que puede definirse 
como la que afecta a una persona, llamada alimentante, que resulta obligada a prestar a otra, llamada 
asimismo alimentista, lo indispensable para cubrir sus necesidades, no meramente de subsistencia sino 
también relacionadas con la formación, como sería su caso. Se trata de una deuda que surge entre parientes, 
basada en lazos de solidaridad familiar, y que tutela un interés jurídico privado e individual.

Por último consideramos de interés resaltar la queja 16/2190 de la Plataforma de Familias Acogedoras 
de Andalucía en disconformidad con la disposición normativa en la que venía trabajando la Consejería 
de Igualdad y Políticas Sociales para modificar el actual sistema de acogimiento familiar en nuestra 
Comunidad Autónoma. Las asociaciones que integran la plataforma consideran pernicioso para el Sistema 
de Protección de Menores el enfoque que dicha normativa otorga a la medida de acogimiento familiar, en 
especial en lo relativo a la consideración del acogimiento familiar temporal, y el procedimiento y cuantías 
previstas para el sistema de ayudas económicas a las familias acogedoras.

http://www.defensordelmenordeandalucia.es/la-administracion-informa-que-la-normativa-en-la-que-trabaja-no-modificara-el-actual-sistema-de
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Tras trasladar esta inquietud y consideraciones a la Dirección General de Infancia y Familias, dicho centro 
directivo puntualiza que la normativa en la que se viene trabajando se refiere exclusivamente a la modificación 
de las prestaciones económicas a percibir por las familias acogedoras, sin incluir ninguna modificación del 
actual sistema de acogimiento familiar.

Recalca también la Dirección General los trabajos que se vienen realizando en la redacción de una nueva 
ley andaluza en sustitución de la Ley 1/1998, de 20 de abril, de los derechos y la atención al menor, en 
consonancia con las reformas introducidas por la Ley 26/2015, de 28 de julio, de modificación del Sistema 
de Protección a la Infancia y a la Adolescencia. Como consecuencia de tales reformas se adaptarán los 
protocolos de actuación a las nuevas necesidades.

En congruencia con tales modificaciones, en el proyecto de orden que regulará las prestaciones económicas 
a las familias acogedoras de menores del sistema de protección en Andalucía, que ha sido sometido al 
trámite de audiencia e información pública, se adecua en la temporalidad del acogimiento de urgencia a 
lo establecido en la citada Ley 26/2015, de 28 de julio.

Igualmente, respecto a la pérdida de derechos adquiridos alegados por la Plataforma de Familias Acogedoras, 
en relación con el acogimiento familiar de urgencia, tal como dispone el Proyecto de Orden, se recoge el 
carácter obligatorio de la compensación económica a percibir por los acogedores de urgencia y especializado, 
con lo que no existe tal pérdida de derechos adquiridos según alega la Plataforma.

En relación con la demanda de remuneración de todas las modalidades de acogimiento familiar, la exposición 
de motivos del proyecto de orden ya recoge el compromiso de impulsar en mayor medida el acogimiento 
familiar y apoyar económicamente a las familias acogedoras en la labor solidaria que realizan. Por ello, es 
voluntad de la Consejería incrementar las prestaciones económicas en la medida en que las disponibilidades 
presupuestarias lo permitan.

1.9.2.4.3 Adopción nacional e internacional 
En lo que respecta a las actuaciones de la Junta de Andalucía en expedientes de adopción de menores 
nacionales las quejas que recibimos normalmente son presentadas por personas directamente afectadas 
por tales actuaciones que inciden en aspectos muy sensibles de su vida privada y familiar. Hemos de 
recordar que la decisión que adopta la Administración de constituir un acogimiento con fines de adopción 
normalmente supone la ruptura total de vínculos del menor con su familia biológica, siendo frecuente que 
para facilitar una mejor integración del menor con su nueva familia dicha decisión vaya acompañada de 
una reducción o bloqueo absoluto de los contactos de éste con sus familiares.

Así en algunos casos la queja refleja una oposición frontal a la constitución de un acogimiento con fines de 
adopción, y las familias biológicas solicitan nuestra intervención para evitar la adopción de los menores y 
la pérdida de todo vínculo afectivo con los mismos (queja 16/3901, entre otras). 

En lo que atañe a la selección de la familia idónea para la adopción del menor no siempre se logra el 
resultado esperado. Ejemplo de ello se expone en la queja 16/1054 en la que el interesado se lamenta 
de las actuaciones realizadas por el Ente Público de Protección de Menores de Granada en el caso de la 
menor que tuvieron en acogimiento familiar. Denunciaba que la Administración no había valorado de forma 
conveniente ni el perfil personal de la menor ni la idoneidad de las familias seleccionadas para tenerla 
en acogimiento como paso previo a su adopción, fracasando el acoplamiento con la familia seleccionada.

A este respecto la Delegación Territorial argumenta que toda la intervención protectora con la niña estuvo 
condicionada por su edad, nivel de desarrollo madurativo y el tiempo transcurrido conviviendo con la familia 
acogedora simple, lo que fraguó entre ellos unos fuertes lazos afectivos, dando lugar a una situación en 
que la menor identificó a su familia acogedora simple como sus padres definitivos. Este apego se reforzó al 
pasar la madre de acogida por una enfermedad grave, con la carga emocional que ello conlleva. Al recaer de 
su enfermedad y ser hospitalizada, el acoplamiento con la nueva familia que acogería a la menor con fines 
de adopción se precipitó y concluyó más rápido de lo esperado, condicionando sus posibilidades de éxito.
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